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PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS 

orte !nt~ramericana tuvo la oportunidad de analizar la aplicación 
el prmc1p10 de igualdad y de la prohibición de discriminación a 
,s derechos laborales de los trabajadores migrantes. Para ello, consi- f 
eró pertinente acudir al texto de la Convención para la Protección de f 
,s Trabajadores Migrantes y sus Familias (párrs. 128, 129, 132) y al . 
onvenio Número _11 _l de la Organización Internacional del Trabajo, 
elat1vo a la D1scnmmación en Materia de Empleo y Ocupación. 
)árrafo 145, nota 70). 

1 
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MEDIDAS CAUTELARES Y PROVISIONALES 

Juan E. Méndez y A riel Dulitzky 1 

l. INTRODUCCIÓN 

El 15 de marzo de 2002, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos emitió medidas cautelares contra los Estados Unidos de 
América y solicitó. al gobierno del Presidente George W. Bush que requi­
riera a los tribunales ordinarios de ese país una resolución sobre el 
estatus legal de los prisioneros actualmente alojados en la base naval 
de la Bahía de Guantánamo.2 La noticia de la medida fue muy bien 
recibida por las organizaciones de la sociedad civil de los Estados 
Unidos que insisten en que la "guerra contra el terrorismo" iniciada 
después del 11 de S!;:ptiembre de 200 l, se libre en un marco de respeto 
a los derechos fundamentales de la persona. El episodio resalta el 
uso cada vez más intenso de una herramienta del derecho internacio­
nal de los derechos humanos que merece estudio: la facultad de los 
órganos de protección de los derechos humanos de dictar "medidas 
interinas" para resolver problemas urgentes. 

Las medidas interinas son para el derecho internacional lo que 
las medidas cautelares como las de no innovar o los embargos pre­
ventivos representan en. el derecho interno de los. países. En el de­
recho anglosajón, las medidas preventivas suelen llamarse temporary 
restraining orders o bien preliminary injunctions (a diferencia de las 
llamadas permanent injunctions que son órdenes de hacer o no hacer 

1 Juan E. MÉNDEZ es (en 2002), Presidente de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) y Profesor de Derecho y Director, Center for Civil and Human Rights, 
Notre Dame Law School (EEUU), Ariel DuuTZKY es abogado Especialista Principal de la 
CIDH. Los autores agradecen las contribuciones de Javier Mariezcurrena y Salvador Tinajero 
a la investigación de este artículo, así como sus valiosos comentarios. La opinión de los 
autores es de su exclusiva responsabilidad y no comprometen a la CIDH o a la Organización de 
Estados Americano (OEA). Este artículo fue publicado previamente en la Revista Argentina 
de Derechos Humanos, NQ l (2004), Buenos Aires, Ad Hoc. Agradecemos la autorización de su 
Comité Editorial para volver a publicarlo, especialmente a Alejandro Kawabata. 

2 Detenidos en la Base de Guantánamo, 15 de marzo de 2002, Estados Unidos. El 11 
de abril de 2002, el Departamento de Estado respondió rechazando estas medidas, alegando 
incompetencia de la CIDH para otorgarlas. 
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que se incluyen e ¡ · ) . t .· n as sentencias . En otras palabras las medicl·is 
m e1 mas en el derecho • nt . 1 . . , , 

osibilid d . 1 ernac10na tienen por objeto preservar /;, 
P .t a m_atena] de resolver el fondo de un asunto y procun 11 ~~1 

ar qt ue ladsituación de hecho haga ilusoria tal resolución. En rig,',,. 
se rata e una novedad "d . 1 , dict d. d en sent1 o estricto: as facultades el" 

O
'rg ar me d1. as

1
cautelare. so provisionales existen desde que existen los· 

anos Ju 1c1a es • • di • ¡ • 
h . . . 0 caSijU cia es de decisión de conflictos en el den·-

c o mternac1onal Lo d 1 ue se h • que e_s nove oso es e uso cada vez más asiduo 
~os es ace _de ellas, especialmente en materia de derechos huma­
Est 'J ~ial_mente en el sistema regional que la Organización de 

~aº~
0 

encanas ha establecido en nuestro continente. • 
me t d rte .1nternac10. na! de Just1c1a ha tenido ocasión reciente·­
L nh eh e hrat1 icar sus atribuciones para ordenar medidas interinas 

o a ec o en el caso LaG d . d •• 
Estados U "d b ran , promov1 o por Alemania contra 
en Estado;~ii~i: ~e la condena a muerte ~e ciudadanos alemanes 
oportu • . , sm que se les haya garantizado el acceso consular 
sularet3º ¡;e¡~io en la ~onvención de Viena_ sobre Relaciones Con-
indicad d"d 8, la m~sma Corte Internac10nal de Justicia había . 
guay co~::e E 1 ªJ mtermas en un caso similar, iniciado por Para­
de Justicia t sta_ fios Unidos. 4 En todo caso, la Corte Internacional 
que viene di~t:~~~c~do la '?bligatoriedad de medidas provisionales 
la Corte Permanent edsdeJ s1e~_pre y que y~ dictaba su predecesora, 

E e e ust1cia Internac1onaJ.5 
n cuanto a los órg • .. 

rechos hum 1 ~n~s propiamente de protección de·los de-
variada anos, a practica y la legislación internacionales son 
la com;~rei;;~ e~ general_ las medidas provisional~s hacen parte de 
Unid . a, e eStos organos. Tres de los comités de Naciones 
nos ti:sn~~el~ont ~~ga~~s de aplicación de tratados de derechos huma­
a los peti· . ª ~1 ucion de ordenar medidas interinas.para proteger 

c10nanos contra d - • bl . anos irrepara es mientras la petic.ión 

3 ICJ, 27 June 2001, LaGrand Case (G . 
habían sido indicadas por l C ermany v. U.S.A.). Las medidas provisionales 
la ejecución de Walter LaG/ orte -por Orden del 3 de marzo de l 999, para impedir 
de.ci~ión final citada, la Cort=~~• ·fiero fueron des?ídas por el Estado ~e Arizona. En 1a 
origmadas en el Art. 41 de su tt\ icó el carácter vmcul~nte de sus medidas provisionales 
sostenido su carácter no obl. _s ~t_uto (pfo. 110) en vista de que Estados Unidos había 

4 C tgatono. 
ase concerning the Vi - C . 

Provisional Measures disp ·tif,nna onvent10n on Consular Relations (Para. v u s ) 
Ver también Agora: ÉrearJs~~• para. 41, _Order <?f April 9, 1998 http://www.icj-cij:o~S: 
Reisman,_ Am. J. Int'I L V~l 

92
tas ~e Louts Henkm Y de Jonathan Charney y Michael 

5 Electricit e - "' • • N 4, Oct. l 998, pp. 666 y SS. 

LaGrand, NQ l, p;:.Pf;t ºf:ofia and Bulga_ria, 5_ Dec. 1939, PCIJ, citada en el caso 
::>árrafo cita las dictadas en I cuanto a medidas dictadas por la actual CIJ • el mismo 
?is pule• 1986; Application of :se c~sos }(uclear Tests_ (Austral~a v. Francia), 1973; Frontier 
tembre ele l 993; Land and M .. enocide Convention (Bosnta v. Yugoslavia), abril y sep-

aritime Boundary (Cameroon v. Nigeria), 1996. 
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• eJ;¡;r¡tliente.¡; El Comité de Derechos Humanos (órgano de imple­
"íttGión del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos) ha 
p e~as medidas con cierta frecuencia, y en general los Estados las 
c:i,unplido. Las excepciones ha.n tenido que ver, en general, con 
l"IIJS de suspender ejecuciones en casos de pena capital, o de expul-
0 t,xtradici9n de extranjeros. 7 Las medidas precautorias que 

l!.c {,[,Comité de Derechos Humanos surgen de su práctica: el 
'¡¡lté 'las considera implícitas en sus atribuciones bajo el Pacto, 

•\ue ño hay norma alguna que explícitamente las contemple. Se ha 
)ddo la posibilidad de un Protocolo Adicional para formalizarlas, 

.. el Coinité no considera ni necesario ni deseable regular en forma 
)"lli'nl esta facultad; prefiere que se le siga reconociendo su poder 

,h'edonal para adoptar medidas según la gravedad y urgencia del 
~o;H Los otros dos órganos de protección del sistema universal que 

larmente apelan a la emisión de medidas provisionales son el Comi­
br la Abolición de la Tortura (CAT) y el Comité para la Elimina­
de todas las formas de Discriminación Racial (CERD). También 

ii ellos se trata de una práctica y no de una atribución expresa. 
:': gJ Comité para la Eliminación de Discriminación contra la Mujer 
i((lfü)AW) recientemente obtuvo de la Asamblea General la adopción 
'jj¡, un Protocolo Adicional para permitirle recibir denuncias de casos. 9 

],W7go de un intenso debate, en su artículo 5 se previó expresamente 
_!11 (\icultad de adoptar medidas interinas. 10 El Comité de Derechos 
lhtonómicos, Sociales y Culturales no tiene competencia para recibir 

"· i;11municaciones de particulares, y por lo tanto tampoco puede dictar 
'")Jtedidas cautelares. Se ha propuesto un Protocolo Adicional precisa­
•·¡¡u,11te para establecer esta competencia para casos contenciosos, pero 

ti Andrew BYRNES, "An Effecrive Complaints Procedure in the Context ·of Intemational 
ffournn Rights Law," en Anne F. BAYEFSKY, ed., The Human Rights Treaty System in the 21st. 
(;,;,.tury. K,uwer, La Haya, 2000, p. 147. 

' !bid. En la nota de pie de página 29 se dan algunos ejemplos de incumplimiento 
¡,rw parte de Jamaica, Canadá, Filipinas y Sierra Leona. 
, u Informe del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales sobre un Proyecto de 
hotfU'olo Adicional al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 18 
d¡, dkicmbre de 1996, E/CN.4/1997/105, pfo. 36, transcripto en Anne F. BAYEFSKY, cit., 
N'' li, pp. 484. 

11 Adoptado por AG, Res. 54/4 del 6 de octubre de 1999; texto completo en Arme F. 
1\,\\ l'l•.'-.11,Y, cil., pp. 398 y SS. 

1º En la medida en que se codifica así una práctica existente, conviene transcribir el 
11nno: "l. En cualquier momento luego de recibida una comunicación y antes de la 
d1·( i~ión sobre el fondo, el Comité podrá transmitir al Estado Parte respectivo, para su con~ 
~id,·ración urgente, un pedido para que el Estado Parte tome las medidas interinas que 
IHH·d,111 ser necesarias para evitar daño irreparable a la víctima o víctimas de la violación 
,dq~;1da. 2. En los casos en que el Comité ejerza su discreción bajo el párrafo l de este artículo, 
,--1111 110 ir~1plicará determinación alguna sobr.e la ad1nisiblidad ni sobre el fondo de la 
1 P1tn11iicaci6n" (traducción de los autores). Nótese que se establece como requisito la existencia 
,lt· una comunicación ya presentada; como se verá más adelante, la práctica de los órganos 
1 ,·,•,1011,lies difiere en este aspecto. Andrew BYRNES, cit. (nota 6), p. 159. 
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aun n': se ha adoptado. E} artículo 5 del proyecto, impulsado por el 
Comite de ese pacto, preve la atnbuc1ón de dictar medidas cautelares 
en tér:;1inos parecidos a los del CEDAW, pero agregando el requisit~ 
de un. e_studw prehmmar que dé lugar a una inquietud razonable" de 
la pos1b1hdad de un daño irreparable. 11 • 

_En el sistema euro¡¡eo de protección, las medidas interinas han 
temdo un }argo desarrollo, a pesar de que no están contempladas en1a 
Convenc1on Europea sobre Derechos Humanos. Tanto la Comisión 
E~ropea (hasta su disolución en 1998) como la Corte Europea (hoy 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos) se han valido de medidas 
l;'rovisionales en diversos casos.12 A falta de una norma expresa, ambos 
orga:1_os fund_aron sus medidas en la disposición genérica de la Con­
venc10n mediante la cual los Estados se comprometen a facilitar las 
tareas de los órga_~os (Art. _25.1). Además, en sus Reglas de Procedi­
miento, la Com1S1on se atribuyó la facultad mediante su Art. 36, El 
actual Tribunal la tiene también .a través del Art. 39 (antiguamente 
Art. 36) de su propw Reglamento, adoptado el 1 de noviembre de 
1998, al entrar en vigencia el ~rotocolo 11. El Consejo de Europa ha 
considerado en vanas oportumdades la conveniencia de un Protocolo 
Fac1;1lt~t1vo que _contemple medidas cautelares en forma expresa, pero 
dec1dw que el sistema funcionaba bien y por ello no era necesaria una 
nueva norma convencional. Aunque también en Europa los Estados 
generalmente_ cumplieron con las medidas dictadas por ambos órga­
nos, la ausencia de normas convencwnales generó controversia sobre 
su obhgatonedad. En el caso Cruz Varas c. Suecia, la Corte resolvió, 
p_or 1 O votos contra 9, que el Art. 25. l de la Convención no era sufi­
Ciente ba_s~ normativa para interpretar que las medidas cautelares de 
la Com1swn fueran obligatorias para los Estados. Por el mismo estre­
cho ?Jargen, la Corte desechó también la posibilidad de que el aca­
tamiento casi umforme por parte de los Estados hubiera creado 
una obhgac1~n- consuetudinaria, supletoria de la que no existe en el 
tratado. AJUICIO de la Corte, la conducta de los Estados al cumplir 
no daba }ugar al surg1m1ento de costumbre internacional porque no 
resl;'ondia a la certeza de estar obligados (opinio juris) sino a un 
espmtu de cooperación de buena fe con la Comisión 13 

En el sistema africano de protección, la Comisión Africana ha utili­
zado medidas prov1s1onales en algunos casos de urgencia. La Carta 

11 Informe del Comité DESC cit. (nota 8) 
12 Ver por eiempl e É • 

07/07/19 :.i • o, arte uropea ~e De_rech?s Humanos, Soering v. Reino Unido 
77 ( D 89, párr. 4 (mformando las medidas mtennas solicitadas por la Corte) y párr 
Eur~;:;)ando sobre las medidas interinas que oportunamente· había solicitado Ja Comisió~ 

13 
CteEuDH, Cruz Varas v. Suecia, Sentencia sobre el Fondo, 20 de marzo de 1991. 

~-,' 
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:!/\fricana de Derechos Humanos y de los Pueblos, que crea a la Comi­
:i"$ÍÓ/1 como órgano de implementación, no contiene norma algun'!­
f}elativa a las medidas interinas, pero la Comisión las ha normado 
"":¡;¡ través de sus Reglas de Procedimiento, específicamente en su Regla 
,· I I l .14 El Protocolo Adicional para crear una Corte Afncana sobre 
• ·Derechos Humanos y de los Pueblos, que todavía no ha entrado en 

vige;:,cia, contempla expresamente la facultad de ese tribunal para 
dictár medidas provisionales "en casos de extrema gravedad y urgen­
~ia, y cuando sea necesario para evitar _d:1ños irreparables a las perso­

< nas" (traducción de los autores).15 Sera mteresante ver s1 el uso de la 
• • coma luego de la palabra "urgencia" indica dos supuestos distintos o 

dos requisitos previos a la emisión de medidas, ambos necesarios. 
En las páginas que siguen nos ocuparemos más específicamente 

de las medidas interinas en el sistema interamencano de protec0 

ción de los derechos humanos. En el mismo, las medidas que adopta 
la Comisión se llaman "cautelares" y están previstas en el Reglamento 
de la CIDH, Art. 25. Las que adopta la Corte se llaman "provisionales" 
y están contempladas expresamente en la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, Art. 63.2. Ambos órganos han producido 
una copiosa jurisprudencia en el uso de. estas atribuciones, que 
nos permite trazar su evolución, exponer el estado actual de sus 
aspectos controvertidos o no resueltos aún y ensayar una aproxi­
mación hacia la evolución futura de este instrumento. 

2. MED!IlAS PROVISIONALES 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos está facultada para 
adoptar medidas provisionales en virtud de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. El artículo 63.2 de dicha Convención 
Americana dispone que: 

[e]n los casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesa­
rio evitar daños irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que 
esié conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que considere 
pertinente_s. Si se tratare de asuntos que aún no estén sometidos a su 
conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión. 

14 Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, ádoptada por la 18ª Asamblea 
de Jefes de Estado y ele Gobierno, Nairobi; 27 de junio de 1981; Reglas de Procedimiento 
de la Comisión Africana sobre Derechos Humanos y de los Pueblos, adoptadas en la I 8ª 
Sesión, en Praia, Cabo Verde, 6 de octubre de 1995. 

15 Art. 24.3, Protocolo Adicional para crear una Corte Africana sobre Derechos 
Humanos, adoptado por la 34!! Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea de Estados 
y Gobiernos de la Organización para la U_nidad Africana. Texto completo en Anne F. 
BAYEFKSY, cit. (nota 6), pp. 1069 y ss. 
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Las medidas provisionales adoptadas por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos han tenido un constante desarrollo en cuantó 
a la naturaleza de las medidas como a los derechos protegidos desde 
que fueran adoptadas por primera vez en el contexto de los casos 
Velásquez Rodríguez, Godínez Cruz y Fairén Garbi. 

A. CONTENIDO 

La Corte ~i:teramericana_desde sus inicios ha considerado que las 
medidas prov1s1ona~es "~on indispensables no sólo en los procesos pro­
piamente dichos, smo mclus1ve en procedimientos en los cuales se 
discuten l~s derechos o intereses legítimos de las personas, ya que 
es, necesano establecer la situación que debe prevalecer durante el 
tramite Pª:ª evitar que se consumen de manera irreparable las viola-• 
Clones_ a dichos dei:echos e int~reses, o bien que pueda quedar sin 
matena la sentencia o resolución que se pronuncie en cuanto al 
fondo."1_6 Estas medidas tienen mayor significado en el derecho 
mternacwnal de los derechos humanos, pues en esta materia, más 
q':e en mnguna otra, ss imprescindible evitar que durante la tramita·­
oon de un_proced1m1ento ante los órganos tutelares, en particular 
los d~ caracter regional, se consumen de manera irreparable las 
vIOlaoones de los derechos establecidos en los convenios internado-· 
nales respectiv?s, o se afecte _a las pers?nas que deben comparecer o 
han comparecido como testigos o pentos en estos procedimientos. 
En el !)erecho Internacional de los Derechos Humanos, las medidas 
pro~1S1onales van más allá en materia de protección, revelando un alcan­
ce sm _precedent~s: en el presente dominio, tales medidas, además de 
su caracter esencialmente preventivo, protegen efectivamente derechos 
fundamentales, en la medida en que buscan evitar daños irrepara­
bles a la persona humana como suJeto del Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos.17 

Sin embar~o, la Corte pareciera que con el tiempo ha evoluciona­
do desde una mterpretación_ más restrictiva de las medidas provisiona­
les a una _con ma~or flex1b1hdad en los últimos años. Así, el concepto 
en l~s pnmei:os tiempos del fu_n~}onamiento de la Corte era que las 
~ed1das so!tcttadas por la Common Interamencana, en asuntos toda­
via no mtroduc1dos ante la Corte, debían considerarse como de carác­
ter extraordinario, es decir, únicamente en los supuestos en que 

~
6 _Corte lnteramericana de Derechos Humanos, Serié E: Medidas Provisioriales Com­

pend;~ 1987-1996 Nº l,_Prólogo del Presidente de la Corte, Dr. Héctor Fix Zam~dio. 
C~rte Interamencana de Derechos Humanos, Serie E: Medidas Provisionales 

CT°:mdpendt0 1996-2000 N<i 2, Prólo'go del Presidente de la Corte, Dr. António A. Cani;;ad~ 
nn acle, parr. 7. , 
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resultaran verdaderamente necesarias. 18 No sorprende, por ende, 
que la Corte en esos tiempos haya rechazado al menos dos solicitudes 
de medidas provisionales presentadas por la Comisión 19 y que las que 
haya otorgado se hayan limitado exclusivamente a supuestos en los 
cuáles la vida o la integridad física de las personas se encontraban en 
peligro .. Por el contrario, en los últimos años, la Corte ha ampliado 
el alcanc~ de las medidas en tres direcciones diferentes: l. Al exten­
derlas a ta protección de derechos más allá del derecho a la vida o la 
integridad física; 2. Al otorgar medidas colectivas o innominadas 
al menos en un caso y 3. Al formular solicitudes sumamente específi­
cas en cuanto a las medidas a adoptar.2° El Presidente de la Corte ha 
señalado que: "El carácter excepcional de las medidas provisionales 
no significa que éstas deban ser restrictivamente interpretadas: son 
dictadas en función de las necesidades de protección, siempre y cuan­
do se reúnan los requisitos básicos de la extrema gravedad y urgencia, 
y la prevención de daños irreparables a las personas" .21 En otras 
palabras, las medidas provisionales son excepcionales pero no de 
interpretación y aplicación restrictiva. 

Es cierto que, la gran mayoría de los casos, las medidas provisiona­
les ordenadas por la Corte Interamericana han protegido efectivamente 
derechos fundamentales, esencialmente el derecho a la vida y el dere­
cho a la integridad personal (física, psíquica y moral). Sin embargo, en 
los últimos tiempos la Corte ha abierto nuevas sendas en este ámbito. 
Particularmente resaltan por su importancia las adoptadas en los 
casos de los Haitianos y Dominicanos de Origen Haitiano en la Re­
f1ública Dominicana (República Dominicana), de la Comunidad de Paz 
ele San José de Apartadó (Colombia), de Digna Ochoa y Plácido (Méxi­
co) y del Periódico La Nación (Costa Rica). 

En el primero de estos tres casos, el de los Haitianos y Dominica­
nos de Origen Haitiano en la República Dominicana, la Corte adoptó 
medidas provisionales que tuvieron por objeto, inter alia, evitar la 
deportación o expulsión de dos individuos, permitir el retorno inme­
cliato a la República Dominicana de otros dos, y la reunificación 
familiar de dos personas con sus hijos menores, además de la investi­
gación de los hechos. Sin embargo, en este caso, la Corte se negó a 

IS Corte Interamericana de Derechos Humanos, Serie E: Medidas Provisionales, Com­
pendio 1987-1996 Nº' l, Prólogo del Presidente de la Corte, Dr. Héctor Fix Zamudio. Ver 
también, Caso Chipoco, Resolución del Presidente de la Corte de 14 de diciembre de 1992, 
p:'irr. 4, ratificada por la Corte mediante Resolución de 27 de enero de 19Y3. 

19 Caso Chipoco citado en nota 18. 
20 Ver por ejemplo, infra, Caso Haitianos y Dominicanos de origen Haitiano en Repú­

blica Dominicana y Caso de José Francisco Gallardo (México). 
21 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Serie E: Medidas Provisionales, 

Compendio 2000-20001 N!! 3 Prólogo del Presidente de la Corte, Dr. Antonio A. Canc;ado 
Trindade. 
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otQ\'S½il' ·una 'medida provisional innominada en favor de todos los 
halt.lalios y dominico-haitianos en la misma situación, tal como lo ha-· 
blntsplidtádo la Comisión. 
.. , ! Posteriormente, en el caso de la Comunidad de Paz de San José 
1leApartadó, la Corte extendió su protección a todos los miembros de 
la comunidad (innominados pero identificables), y requirió al Estado, 
inter alia, que asegurase las condiciones necesarias para que las per­
sonas de la mencionada comunidad "que se hayan visto forzadas a 
desplazarse a otras zonas del país, regresen a sus hogares". De modo 
que aquí extendió la protección a personas que no mencionó y fun­
damentalmente para asegurar el derecho a la residencia. Lo mismo. 
sucedió en el caso de Digna Ochoa, donde la Corfü ordenó al Estado 
Mexicano tomar las medidas necesarias para proteger a todas las per­
sonas que laboran en el Centrcnle Derechos Humanos Miguel Agustín 
Pro, sin identificarlas nominalmente pero extendiendo la protección.a 
un grupo específico, identificable, de personas. Y en el más reciente 
caso del Periódico La Nación, concerniente a Costa Rica y relativo a 
la libertad de expresión, la Corte en pleno solicitó la suspensión de la 
ejecución de sentencia de un tribunal nacional. En realidad, en el caso 
James y Otros, concerniente a Trinidad y Tobago y relativo a.las garan­
tías del debido proceso legal en procesos sobre pena de muerte, la 
Corte ya había solicitado la suspensión de la ejecución de senten­
cias de tribunales nacionales. Como se podrá apreciar, enjames y 
Otros se lo hizo para proteger la vida mientras que en Periódico La 
Nación, la suspensión de ejecución de sentencia protege la libertad de 
expresión. En este último caso, es interesante notar que la· Corte Intera­
mericana demostró cierta flexibilidad en cuanto a la concurrencia de 
los requisitos que deben ser acreditados para otorgar una medida 
provisional. Aún cuando la irreparabilidad del daño no había que­
dado completamente acreditada -y por ello el Tribunal sostuvo "que 
ha ~urgido la necesidad de mayor información en lo relativo a la irrepa­
rabrlrdad del daño que pudiera sufrir Mauricio Herrera Ulloa, si su 
nombre es incluido en el Registro Judicial de Delincuentes de Costa 
Rica ... "- decidió "mantener, como medida provisional, lo dispuesto 
por el Presidente" .22 • 

A este respecto, la lectura del artículo 63.2 de la Convención, permi­
te sostener que las medidas provisionales han sido concebidas para 
prevenir situaciones "de extrema gravedad y urgencia, y cuando se 
haga necesario evitar daños irreparables a las personas". Nada en 
este texto ni en el resto de la Convención autoriza una interpretación 

:~ Corte IDH, Resolución de _23 de mayo de 2001, Solicitud d~ medidas cautelares de la 
Comm~n ;nteramerícana de Derechos Humanos respecto de la República de Costa Rica, Caso 
del Periódico la Nación, considerandos 5 y 7 respectivamente. 
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trictiva de los poderes de la Coi;te. relativos a la~ medida_s provisio-
• es, como limitadas a proteger umcamente la vrda o la mtegndad 
·. psíquica O moral de las personas. Por el contrario, una recta· 
:;a de dicho artículo, de acuerdo con el significa,~o normal_ de su~ 
,minos indica que la "urgencia", la" gravedad" y la irreparabrhdad 

stán reÚridas .rlos derechos de "las perso1_1~s". Tales derechos no son 
tros qu'e los reconocidos por la Convencron, respecto de los ;uales 
s Estaclos Partes han asumido un deber de respeto y garantia. La 
rec.iación de la "gravedad" y de la "urgencia" de la amenaza que 
evienen las medidas provisionales debe hacerse :emendo en cuenta 

a natüraleza y contenido del derecho en cuestron. 

PROCEDIMIENTO 

De la lectura del artículo 63.2 de la Conven:ión Americana antes 
transcrito debemos destacar que contiene dos mnovacrones respecto 
de las no;mas que regulan las atribuciones ~e_l~ Corte E_uropea d_e 
Derechos Humanos. La primera es que la posrbrlrdad de dtctar m~~1-
das provisionales se encuentra ];'revista en el texto de la Convencron 
Americana, mientras que en el ambrto europeo trene solamente bas~ 
reglamentaria. Esta diferencia resulta c_f':1cral al momento de determi­
nar la fuerza legal de las medidas provrsronales dictadas por la Corte. 
La segunda innovación es que las medidas que puede ordenar la 
Corte Interamericana se refieren no sólo a los asuntos de los cuales 
esté conociendo, sino también a aquellos que se tramiten en la Com_r­
sión Interamericana pero que todavía no se han sometido a la propia 
Corte. Con ello, se otorga una gran flexibilidad al °'.ecams1;10 de me­
didas, a la par de permitir al máximo tribur:al rea_cci?,nar aun cuando 
el caso todavía no ha srdo somendo a su )unsdrccron. . 

El Reglamento de la Corte Interamencana en lo pertmente es-
tablece: 

Artículo 25. Medidas provisionales 

l. En cualquier estado del procedimiento, siempre que se trate de_ ca­
sos de extrema gravedad y urgencia y cuando sea necesario para eyrtar 
daños irreparables a las personas, la Corte, de ofioo o a I?stancra d~ 
parte, podrá ordenar las medidas prov1S1onales que consicl_ere pertl· 
nentes en los términos del artículo 63.2 de la Convencron. 

2. Si se tratare de asuntos aún no sometidos a su conocimiento, la 
Corte podrá actuar a solicitud de la Comisió_n. . 

3. La solicitud puede ser presentada _al Presidente, a cualqmera_de 
los jueces o a la Secretaría, por cualqmer medro de comumcac10n. 
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En todo caso, quien reciba la solicitud la pondrá de inmediato en co­
noom1ento del Presidente. 

4. S_i 1~ Corte no estuviere reunida, el Presidente, en consulta con 
h ~omis10n Permanente y, de ser posible, con los demás jueces, reque­
nra del gobierno respectivo que dicte las providencias urgentes 
necesa:1as a fin de asegurar la eficacia de las medidas provisionales que 
despues pueda tomar la Corte en su próximo período de sesiones. 

5. La Corte, o su Presidente si ésta no estuviere reunida, podrá 
convocar a las partes a una audiencia pública sobre las medidas provi­
s10nales. 

6. La -~orte incluirá en su Informe Anual a la Asamblea General 
una_ relac10n_ de las medidas provisionales que haya ordenado en el 
peno do de) mforme y, cuando dichas medidas no hayan sido debi­
dam~nte eJecutadas, formulará las recomendaciones que estime 
pertments,s. - _ . 

De lo_anterior se puede concluir que, según el Reglamento de la 
Corte, existen dos categorías de medidas que puede ordenar la Corte 
Interamencana: Las de urgencia que están a cargo del Presidente 
de la Corte y que tienen por objeto la eficacia de las providencias dic­
tadas por la C<_>rte en pleno y que pueden ser adoptadas cuando la 
Corte no estuviere reumda; y las pr~piamente provisionales, que co­
rrespond"; s~an adoptadas por el tribunal en pleno. 

La_ pracuca qu~ surge de la C~rt~ en la adopción de medidas 
prov1S1onales pareciera md1car la s1gu1ente secuencia: La Comisión 
debe eJerclta,r previamente, cuando procedan, las facultades que le 
ot~rga e_l articulo 25 de su Reglamento, y sólo si ello resulta ineficaz 
~ohcitara med1<;1as provisionales. Si la Corte no está reunida, el Presi­
n ente adoptara medidas ur!l:entes que luego serán sometidas al ple-

o de la Corte para su declS!on. En la práctica puede o no convocarse 
ª una aud1enc1a antes de que la Corte en pleno decida sobre las 
medidas prov1s10nales. 

En casi la totalidad de los casos, las medidas provisionales fueron 
ordenadas por la Corte a solicitud de la Comisión.23 Sin embargo 
esto no precluye, como lo indi;a el Reglamento de la Corte, que el 
Tnb1;1nal las dicte de ofic10. Asi, ha ocurrido al menos en un par de 
ocaswn,es. En los casos hondureños, la Corte las ordenó motu 
proprio, 24 Y en otra ocasión, el Presidente de la Corte, dictó medidas 

2
:,i ~j.: Bustías-Rojas (Perú, 1990), Chunimá (Guatemala, 1991), Reggiardo Tolosa 

(Z[ge_ntma, 1993), ~?lotenango (_Guatemala, 1994-2000), Digna Ochoa y Plácido Otros 
~Reéx!t~: 19ii9), !f'!'itianos Y Dominicanos de Origen Haitiano en la República Domfnicana 

900P0U) ~e~ 'd_om,Lam1Cana:, 2,000), Comunidad de Paz de San José de Apartadó (Colombia 
- ,/ l-eno tco Nacion (Costa Rica, 200 I ). ' 

-4 Casos Velásquez Rodríguez Fr. • ' G b • S t· C / H d 1 . ' airen ar i y o is orra es, y Godínez Cruz, relativos a 
on uras, reso uc16n de 15 de enero de 1988. 
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.i ¡frg·entes igualmente ex officio, por tratarse de casos de extrema 
'j:/¡r1•i1,vedad y urgencia y para evitar daños irreparables a las perso­
- ''líMY• En al menos un caso el Presidente dictó medidas urgentes 
·'fig'ualmente ex officio ante una solicitud de medidas sometida direc­
;' t'lunente por las peticionarias al Tribunal.26 El 29 de agosto de 2001, 

lwCorte adoptó una resolución indicando que, en aplicación de su 
1\11evo Reglamento, escuchará a los peticionarios en el trámite de medi­
(fas provisionales una vez que se haya presentado la demanda. Antes 
de la presentación de la demanda, solamente la Comisión podrá re-

la adopción de medidas provisionales.27 
-+Entre los requisitos para la procedencia de las medidas, la Corte 

parece exigir que la información contenga prima facie elementos que 
permitan 1-)re,,,rn.ur en forma preliminar la veracidad de los hechos 
clenumc:iactc•s y la existencia de una situación de extrema gravedad 
y urgencia que pueda causar daños irreparables a las personas. 

La base convencional de las medidas provisionales impide exten­
der al sistema interamericano de protección la polémica doctrinal 
1•1cerca del alcance de los efectos jurídicos de las medidas provisionales 
~n el sistema europeo de protección. Las medidas provisionales or­
denadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos tienen 
un carácter indudablemente obligatorio. 

La Corte ha considerado que las medidas provisionales son de 
cumplimiento obligatorio invocando para ello los artículos 1.1 (obli­
gación genérica de respetar y garantizar los derechos), 2 (deber de 
,Ídoptar disposiciones de derechos interno), 63.2 (medidas provi­
~ionales) y 68.1 (obligatoriedad de las decisiones de la Corte) de la 
Convención. La Corte ha entendido que los Estados partes de la Con­
vención deben cumplir plenamente y de buena fe (pacta sunt servanda) 
con todas las disposiciones de la Convención, incluyendo las relativas 
a la operación de los dos órganos supervisores de la Convención 
Americana y que, en vista del objetivo fundamental de la Conven­
ción de garantizar la protección efectiva de los derechos humanos, los 
t•:stados partes deben abstenerse de emprender acciones que puedan 
impedir el restitutio in integrum de los derechos de las presuntas 
víctimas.28 La Corte ha equiparado sus decisiones sobre medidas pro­
visionales con sentencias de fondo y así, invocando el artículo 65 

25 Caso del Tribunal de Garantías Constituc-ionales, relativo al Perú, resolución de 7 de 
abril de 2000. 

26 Caso Loayza Tamayo, resolución del 13 de diciembre de 2000. 
27 Hipotéticamente, es posible que un Estado pida medidas provisionales contra 

11tro, ya q1.Je la Convención- (Artículos 45, 51, 55, 61, 62 y concordantes) contempla la 
posibilidad de demandas entre Estados Parte. Sin embargo, en el sistema interamericano 
no ha habido nunca un caso de este tipo. 

2s Caso james y otros, resolución de 29 de noviembre de 2001, párrafo 10. 
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~¡;J<\,Convc;,nción, ha informado a la Asamblea General de la OEA 
'~íÍe uti Estado no había dado cumplimiento a sus decisiones sobre 
medidas provisionales.29 La Corte ha avanzado incluso más, sostenien­
do que la denuncia de la Convención por un Estado no impide a la 
Corte ordenar medidas provisionales si se trata de actos ocurridos 
antes de la fecha efectiva de la denuncia y que podrían constituir 
violación de dicha Convención.3° Es importante señalar que la gran 
mayoría de las solicitudes de medidas provisionales han sido aca­
tadas. Si bien en algunos casos han sucedido hechos de violencia 
con posterioridad a la decisión de la Corte, con la excepción de los 
casos de Trinidad y Tobago sobre pena de muerte, en ningón caso el 
Estado en cuestión ha actuado en abierto desafío y contradicción 
con lo solicitado por la Corte. 

Una vez adoptadas las medidas provisionales, la Corte ha estable­
cido un mecanismo de monitoreo continuo del cumplimiento, por parte 
de los Estados en cuestión31 Es así que, en todas sus resoluciones so­
bre medidas provisionales, la Corte Interamericana ha requerido al 
Estado que informe periódicamente sobre los pasos que ha tomado 
para su cumplimiento, y a la Comisión que presente a la Corte sus 
observaciones sobre los informes estatales. Esto ha posibilitado a la 
propia Corte ejercer la supervisión de su cumplimiento. 

Siguiendo con el procedimiento, es importante indicar que las 
medidas provisionales ordenadas por la. Corte son, por definición, 
de carácter temporal; sin embargo, si persisten en el tiempo los 
requisitos (es decir la "extrema gravedad y urgencia" y la necesidad de 
"evitar daños irreparables a las personas") la Corte ha decidido man­
tenerlas por largos períodos.32 Asimismo, ha habido casos en que la 
Corte las dio por concluidas o las levantó (v.g., Alemán Lacayo -Nica­
ragua-, Vogt, Serech y Saquic, Paniagua Morales y Otros y Vásquez y 
Otros, -todos de Guatemala- Suárez Rasero -Ecuador-, Loayza 
Tamayo -Perú-), y casos en que la Corte resolvió, directamente, no 
dictar las medidas solicitadas (v.g., Chipoco, Penales Peruanos, am­
bos de Perú). 

29 Ver Carta de los Señores Jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
de 27 de mayo_ de 1999 dirigida al Excelentísimo Secretario General de la Organización de 
Esta?os Amencanos (OEA), en la que se indica que el proyecto de Resolución a ser 
considerado p~r la Asamblea General no incluye una referencia a la falta de cumplimiento por 
parte_ de Tnmdad y Tobago de las medidas provisionales oportunamente ordenadas. 
Indmda en Medidas Provísionales Nº 2, p. 357. 

3° Caso James y otros, resolución de 25 de mayo de 1999, considerando 1.b y c. 
31 Carn;;ado, citado en nota 17, párr. 14. · 
32 Por más d:' seis _años e~ los :_asas Colotenango (Guatemala) y Caballero Delgado y 

Santa~a (Colombia); mas de cmco anos en los casos Blake y.Carpio-Nicolle (Guatemala) 
Y Cesti Hurtado (Perú); más de- cuatro años en el caso Giralda Cardona (Colombia) y pór 
tres años Álvarez y Otros (Colombia). 
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Vale la pena mencionar que si las medidas cautelares de la Comi­
sión no son cumplidas, la Comisión puede acudir a la Corte para soli­
dtar la adopción de medidas provisionales en virtud de que las 
medidas cautelares oportunamente solicitadas por la Comisión no han 
producido los efectos necesarios, debido a la negativa de las autorida­
des administrativas o judiciales del país correspondiente. La Corte 
lnteramericana, en innumerables ocasiones ha tenido en cuenta al 
momento de adoptar medidas provisionales, "el hecho de que la Comi­
sión Interamericana haya solicitado ... medidas cautelares que ... 
no han producido los efectos de protección requeridos ... ". 33 

• En fechas recientes, la Corte ha otorgado medidas provisionales a 
petición de la Comisión, incluso en casos en los que la Comisión ya 
había dictado informes de fondo y publicado el informe al que se refie­
re el artículo 51 de la Convención. En estos casos, que no eran suscep­
tibles de llegar a la Corte en un proceso contencioso, las medidas 
cautelares de la Comisión -y aún sus decisiones sobre el fondo- no 
habían surtido los efectos deseados y por ello se recurrió a la Corte 
con el fin de garantizar derechos consagra,dos en la Convención. 
Un ejemplo es el caso del General José Francisco Gallardo Rodríguez 
(México), en que la Comisión ya se había pronunciado respecto al 
fondo en 1996, antes de que México reconociera la competencia 
contenciosa de la Corte. El 18 de diciembre de 2001, la Comisión 
solicitó medidas cautelares al gobierno de México al considerar que 
la prisión de Gallardo lo mantenía en constante peligro, al no recibir 
respuesta satisfactoria, en diciembre de 2001, la Comisión solicitó 
medidas provisionales a la Corte en favor del militar detenido, sien­
do estas concedidas primero por el presidente el 20 de diciembre de 
2001, y después ratificadas por la Corte en Pleno. Gallardo fue puesto 
en libertad antes de que el pleno de la Corte ratificara las medidas 
provisionales. La misma situación se presentó en el caso de Anthony 
Briggs contra Trinidad y Tobago, cuando la Comisión solicitó me­
didas provisionales en su favor cuando el caso se encontraba aún 
pendiente ante la CIDH. La Corte mantuvo vigente las medidas 
provisionales en este caso a pesar de la existencia de un informe 
linal de la Comisión sobre el fondo del asunto, que por lo tanto 
hacía imposible que el mismo llegara a conocimiento de la Corte.34 

3.3 Ver entre otros, Caso Bl,ake, resolución del Presidente de la Corte de 16 de agosto 
ele 1995, Caso Serech y Saquic, resolución del 28 de junio de 1996, Resolución del PresiM 
dente de la Corte en el caso Clemente Teherán y otros, de fecha 23 de marzo de 1998, 
Resolución de la Corte del 17 de Noviembre de 1999, en el caso Digna Ochoa y Plácido)' 
otros, resolucióri del Presidente de la Corte -de 27 de mayo de 1998 casos James, Briggs. 
Noel, García y.-Bethel. 

3~ Caso James y otros, resolución de 2-5 de mayo de 1999, párr. l.c. y votos concurrcnM 
tes de los jueces Antonio A.Can~ado Trindade y Carlos Vicente de Roux Rengifo. El Sr. 
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3. MEDIDAS CAUTELARES 

A.FUNDAMENTO 

Conforme al artículo 25 del Reglamento de la CIDH, en caso 
de gravedad y urgencia y toda vez que resulte nece~a'.io d_e acuerdo 
a la información disponible, la Comisión podrá, a m1c1at1va propia 
o a petición de parte, solicitar al Estado de que se trate la adopción de 
medidas cautelares para evitar daños irreparables a las personas. 
Esto significa que la Comisión, a diferencia de la Corte, no cuenta con 
una base convencional para dictar medidas cautelares. Ello le da a 
sus medidas menor sustento legal. 

Sin perjuicio de ello, ]a Comisión ha sostenido reiteradamente que 
sus medidas deben ser cump1idas obligatoriamente por los Estados. 
En estos casos, la CIDH ha sostenido que "está profundamente preocu­
pada por el hecho de que su capacidad de investigar eficazmente y 
determinar casos capitales se ha visto con frecuencia debilitada cuan­
do los Estados han programado y han seguido adelante la ejecu­
ción de reclusos condenados a pesar del hecho de que esos reclusos 
tienen procedimientos pendientes ante la Comisión" .35 La ejecución 
de una persona en estos supuestos "priva eficazmente a los reclusos 
condenados .de su derecho a presentar una petición ante el sistema 
interamericano de derechos humanos y les causa daños graves e 
irreparables. Por consiguiente, la Comisión ha apelado en numero­
sas ocasiones a los .... Estados Miembros de la OEA para que cumplan 
las solicitudes de la Comisión respecto a la adopción de medidas 
cautelares en casosre[acionadoscone!derechoa la vida y, de ese modo, 
respetar plena y adecuadamente sus obligaciones internacionales 
en materia de derechos humanos".36 Agregó la Comisión que "los 
Estados miembros de la OEA, al crear la Comisión y encomendarle, a 
través de la Carta de la OEA y del Estatuto de la Comisión, la promo­
ción de la observancia y protección de los derechos humanos de los 
pueblos americanos, se han comprometido implícitamente a imple­
mentar medidas de esta naturaleza en los casos en que ello es esencial 
para preservar el mandato de la Comisión" _37 

Briggs, fue finalmente ejecutado y Trinidad y Tobago argumentó precisamente que al 
habe: ~oncluido el caso ante la CIDH y no haberse presenta?º a1:1te Ja Corte, las medidas 
prov1s10nales habían cesado en su objeto. La Corte guardó silencio sobre este argumento. 
Caso James y otros, resolución de 16 de agosto de 2000. 

35 Informe Nº '52/01, Caso 12.243, Juan Raúl Garza, Estados Unidos, 4 de abril de 2001. 
J6 Idem, párr. 66. 
37 /dem,párr.117. 
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Finalmente, la Comisión ha dicho que "Las solicitudes de medi­
das especiales se formulan de conformidad con la competencia que 
tiene la Comisión •para atender las peticiones que se le presentan, tal 
como lo estipula el artículo 41 de la Convención, y para solicitar medi­
das cautelares cuando sea necesario para evitar que las personas sean 
lesionadas eh forma irreparable, de conformidad con el artículo 29 
[hoy' artícufo 25] de su Reglamento."38 Cuando en alguna ocasión 
Guatemala rechazó el pedido de medidas cautelares que hiciera la 
Comisión, ésta consideró que era deber de todo miembro del siste­
ma interamericano de los derechos humanos dar vigencia a sus 
normas, y que la respuesta del Estado rechazando las medidas caute­
lares había obstruido el desempeño de sus funciones. 39 

Sin perjuicio de lo anterior, la práctica de la Comisión de solicitar 
medidas cautelares a los Estados se inició hace muchos años y es, por 
lo general, reconocida por ellos. Asimismo, podría sostenerse que 
fue aceptada por los mismos al conocer versiones del reglamento y 
no objetar esta norma. Otro elemento que indicaría la aceptación 
de los Estados de la legitimidad de las medidas· cautelares es el texto 
del artículo XIII de la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Desaparición Forzada de Personas, que hace referencia a 
la sujeción de los Estados partes a los procedimientos establecidos 
en la Convención y los reglamentos de la Comisión y la Corte, "inclu­
so las normas relativas a medidas cautelares." Hasta el momento 
ninguno de los Estados partes en esta Convención ha hecho reserva 
alguna en lo relativo a la facultad de la Comisión para otorgar medidas 
cautelares. Por último, debe destacarse que, como se dijo ante­
riormente, la Corte ha hecho referencia a la obligación de los Estados 
de cumplir con las decisiones de la Comisión y la Corte.40 

En algunos supuestos, los gobiernos en lugar de cuestionar la fuerza 
obligatoria de las medidas, sostuvieron que la solicitud excedía d 
{tmbito de las medidas cautelares. Así, en su momento, el Gobierno 
del Perú argumentó en una ocasión que no cumpliría con las medidas 
ya que las mismas no podían ser consideradas debido a que no 
existía una amenaza a la libertad individual. Con ello se buscaba restrin­
gir la procedencia de las mismas a hechos en los que se encontraba 
en peligro la libertad.41 

:18 CIDH, Informe Anual 1996, Capítulo IV, Guatemala, párr. 42. 
39 [dem. 
40 Supra.James y otros, Párr. 10. 
11 Medidas cautelares para proteger la vida de los jueces de la Corte Superior de Lima 

Sngio Salas Villalobos, Elizaheth Roxana Macrae Thays y juan Cancio Castillo Vásquez, de 
:1 de septiembre de 1997 (Perú). Los jueces en este caso habían sido acusados de prevaricato 
¡1or declarar fundadas acciones de hábeas corpus en favor de distintas personas. 
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B. ALCANCE 

La Comisión ha demostrado gran flexibilidad en el dictado de me­
didas cautelares. Esta flexibilidad se da principalmente con relación a 
dos áreas. En primer lugar, la Comisión ha utilizado las medidas 
cautelares para tutelar distintos tipos de derechos, no limitándose 
exclusivamente a la tutela de los derechos a la vida y la integridad fí­
sica. En segundo lugar, la Comisión ha utilizado una amplia variedad 
de medidas a ser solicitadas a los Estados, no limitándose a medidas 
genéricas. Esta combinación ha permitido a la CIDH responder de 
manera efectiva y creativa a las distintas situaciones planteadas. 

Hasta el presente las causas más comunes para otorgar medidas 
cautelares pueden resumirse principalmente en tres: l. graves amena­
zas a la vida y a la integridad física; 42 2. cuestiones de debido proceso 
de ley respecto de personas condenadas a pena de muerte; y 3. riesgo 
para la vida e integridad física, ocasionado por el estado de salud de 14 
persona. Pero éstos no son los únicos supuestos en que la Comi­
sión ha dictado medidas cautelares. La Comisión ha avanzado en la 
dirección de utilizar este mecanismo para proveer protección a dere­
chos más allá de los tradicionales derechos a la vida y la integridad 
física. Así, sin pretender ser exhaustivos, la Comisión ha solicitado 
la protección del derecho de circulación y residencia;43 al derecho de 
propiedad;44 el derecho a la educación45 y al derecho a la protección 
de la familia.46 Asimismo, la Comisión ha adoptado medidas cautelares 
para proteger el derecho a las garantías judiciales en procesos viciados 
cuyas resoluciones producirían daños irreparables a las personas. 

• En el caso de Baruch Ivcher la Comisión solicitó al Perú, incluso, 
la revocatoria de la orden de captura a través de INTERPOL.47 En el 

42 Por ejemplo, el 24 de septiembre de 1999 la Comisión otorgó medidas cautelares en 
favor de Calvi!'- Manolo Galindo y familia y Marcos A_níbal Sá'nchez y familia (Guatemala). 
El s~l1:º'. Calvin Calinda en ese entonces era el Fiscal Especial _en la investigación del 
honuc1d10 de Monseñor Juan José Gerardi Corredera ,y el seflor Marcos Sánchez era a su vez el 
Fiscal Auxiliar del mismo caso. De acuerdo con la información.recibida, en el caso del señor 
Calinda éste fue amenazado de muerte en varias oportunidades y hostigado. En el caso del 
sellar Sánchez le cortaron los frenos de su <1,utomóvil y fue amenazado. En ambos casos sus 
teléfonos personales y de su trabajo supuestamente se encontraban intervenidos. 

:s Josefina Juana vda. de Pichardo del 13 de julio de 1996, (República Dominicana); 
Manickawasgam Suersh, del 16 de enero de 1998, (Canadá); Gustavo Gorriti Ellenbogen, del 
18 de agosto de 1997, (Panamá); 120 cubanos, del 14 de agosto de 1998, (Bahamas); 
Nelson García Fernández su familia, del 27 enero de 1999, (Bahamas). 

44 Baruch lvcher Bronstein, de_l 30 de julio de 1997, (Perú); Bartola Ortiz, Carlos 
Ore~la11;a y Alejandra Matus, del 18 de junio de 1999, (Chile); Mary y Carrie Dann, del 28 
<le Jumo de 1999, (Estados Unidos). 

45 Dilcia Yeau y Violeta Bosica Cofi, del 27 de agosto de 1999, (República Dominicana}'. 
46 Eddy Martínez y otro$, del 3 de diciembre de 1999, (República Dominicana). 
47 Baruch Ivcher, del 6 de marzo de 1998, (Perú). 
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'. 'imso de N elson García Fernández y otros, la Comisión solicitó a 
Jlahamas respetar las normas del debido proceso, especialmente en lo 
l'~lacionado al acceso a la información y a la segunda instancia. 48 

fü¡ el caso de las deportaciones masivas de extranjeros, la Comisión 
iolicitó a la República Dominicana garantizar plenamente los requisi­
U)S d,el debido proceso en caso de proceder a las deportaciones. 49 

U'.n el mismo sentido, en un caso la CIDH solicitó medidas para prote-
J ¡¡cr á unajueza que había dictado ciertas resoluciones en contra de 

h1 política del Gobierno cuando, el Procurador General formuló una 
denuncia penal en su contra.50 O bien, el caso de Neomy Even, donde 

'fü Comisión solicitó dejar sin efecto órdenes de captura emitidas por 
d estado peruano y poner fin a medidas de persecuciónjudicial.51 
Por otra parte la Comisión ha emitido medidas cautelares para prote­
ger expresamente el derecho a la libertad de expresión y de prensa. 52 

• La Comisión ha demostrado gran flexibilidad asimismo en el tipo 
de medidas que requiere p6f parte de los Estados. Así en un caso 
en el que se alegaba que miembros de la U ni dad Nacional de Derechos 
Humanos dela Fiscalía General de la Nación de lá República de Colom­
bia sufrían hostigamiento como consecuencia de la investigación con-
1 ra un general acusado de vinculaciones con grupos paramilitares, la 
CIDH solicitó que el Estado se abstenga de adoptar medidas de cual­
quier índole en represalia contra los fiscales y miembros del CTI (Cuer­
po Técnico de Investigaciones) por las acciones emprendidas en· 
tjercicio de sus funciones como miembros de la Fiscalía.53 De igual 
l<>rma, en las medidas cautelares otorgadas a favor de los prisioneros 
en la Bahía de Guantánamo, la Comisión solicitó que el gobierno 
de los Estados Unidos tomara las medidas necesarias para determinar 
la situación jurídica de los detenidos, ya que de lo contrario existía 
d riesgo de que quedaran sin la debida protección legal. 54 

Si bien es cierto que resulta difícil medir la efectividad de las medi­
das cautelares, la experiencia de la Comisión demuestra que en 
ocasiones sus medidas cautelares son sumamente útiles y han logrado 
salvar vidas y proteger personas. El área donde las medidas cautelares 

48 Nelson García Fernández, del 27 de enero de 1999, (Bahamas}. 
4!l Ciudadanos Haitianos, del 22 de noviembre de 1999, (República Dominicana). 
:,o Medidas en favor de jueza Elva Greta Minaya Calle, (Perú) 15 de agosto de 1997. 

1-:l Gobierno con posterioridad dejó sin efecto la acusación. 
!'il Neomy Even, del 9 de diciembre de 1998, (Perú). 
5'.1 Bartola Ortiz, Carlos Orellana y Alejandra Matus, del 18 de junio de 1999, (Chile); 

( ;n-illermo González Arica, del 21 de noviembre de 1999, (Perú); Genaro_ Delgado Parker, del 1(:) 

de marzo de 2000, (Perú); Guillermo González Arica, del 21 de noviembre de 1999, (Períi). 
5!1 Pedro Díaz Romero, Virgilio Hernández Castellanos, Lucía Margarita Luna Frada, 

(;onzalo A lirio García Gómez, Maritza González Manrique, Fernando Niño Quintero, Ramiro 
.\"(Í·nchez Pardo y Jaime Tapias Carlier, de 9 d¡! agosto de 2001 (Colombia). 

:,,1 Detenidos en Bahía de Guantánamo, de 15 de marzo de 2002 (Estados Uniclo.<i). 
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no han mostrado una mayor efectividad ha sido en casos de pena 
de muerte. Prácticamente en todos los supuestos y sin distinción de 
países, las personas han sido ejecutadas a pesar de la solicitud de me­
didas cautelares.55 

Las medidas cautelares han resultado ser sumamente eficaces en 
la mayoría de los demás casos. En los supuestos de amenazas, en mu­
chas ocasiones, los Estados han reaccionado de manera positiva. Por 
ejemplo, se incrementó la protección y seguridad personal d<o las 
personas protegidas, se implementó un servicio de escolta person_al, 
un servicio de protección en la residencia y centro de trabajo las vem­
ticuatro horas al día, y un servicio de investigación de informaciones y 
amenazas que surgen en su contra.56 

Sin embargo, en algunas ocasiones las medidas cautelares adopta­
das por el Gobierno respectivo son claramente insuficientes para 
proteger a la persona en peligro. Por ejemplo, un Gobierno ·ante 
una denuncia de que tres Promotores de Justicia estaban recibiendo 
amenazas por investigar torturas en una prisión, se limitó a indicar 
que los guardicárceles investigados por los abusos habían sido tras­
ladados a funciones administrativas. El Estado no indicó si ofreció 
seguridad o si investigó los hechos.57 

C. PROCEDIMIENTO 

En ocasiones, la práctica de la Comisión previa al otorgamiento de 
medidas cautelares ha sido pedir información al Estado sobre la situa­
ción planteada, de acuerdo con el artículo 25.3 del Reglamento. Esto 
sucede generalmente cuando a juicio de la Comisión la situación no 
reviste tanta gravedad o bien cuando no hay mucha claridad en los 
hechos descritos por el peticionario. Este pedido de información tie­
ne por objeto hacer un llamado de atención al Estado en cuestión 
y hacerle notar que la Comisión está en conocimiento de una situa­
ción determinada. A pesar de que muchas veces .este procedimiento 
tiene el mismo efecto que el otorgamiento de las medidas, la Comisión 
ha sido flexible en el tema, dejando a su discreción la posibilidad de 
otorgar las medidas cautelares sin pasar por el pedido de información, 
lo que brinda a la Comisión una mayor capacidad de respuesta. 

55 En primer lugar, se debe tener en rnenta que son pocos los Estados que aún mantienen 
la pena de muerte en nuestro Continente. Además, se trata de países que sostienen que sus 
sistemas judiciales ofrecen todas las garantías y que son poco menos que infalibles. En todos 
estos casos las medidas se dictan porque se alega violaciones al debido proceso y los Esta­
dos aludidos las rechazan argumentando que las medidas cautelares n9 son obligatorias. 

56 Ingeniero Agustín Jarquin Anaya, y señores Rafael Córdoba Alvarez y Eddy Stubb.1· 
Guillén, 12 de febrero de 1999 (Nicaragua). 

57 Tres procuradores de justicia, 21 de diciembre de 2000 (Brasil). 
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De esta forma, es común que ante una solicitud de medidas cau­
ldares primero se pida información al Estado; de no tener esto efectos 
positivos, se dictan las medidas cautelares, y al no haber resultados, la 
Comisión formule una solicitud de medidas provisionales al Estado.58 
ne hecho, en,los últimos tiempos, todas las solicitudes de medidas 
provisionales a la Corte han sido precedidas de medidas cautelares 
incumplidas. 

1), ÜF.CISIÓN SOBRE SU PROCEDENCIA 

El artículo 25.2 del Reglamento de la Comisión Interamericana 
dispone que: 

2_. Si la Comisión no está reunida, el Presidente, o a falta de éste, uno 
de los Vicepresidentes, consultará por medio de la Secretaría Ejecutiva 
con los demás miembros sobre la aplicación de lo dispuesto en el párra­
fo anterior. Si no fuera posible hacer la consulta dentro de un plazo 
razonable de acuerdo a las circunstancias, el Presidente tomará la deci­
sión en nombre de la Comisión y la comunicará a sus miembros. 

A fin de poder cumplir con lo señalado por el Reglamento, la 
Secretaría de la Comisión ha dictado una directiva con el objetivo 
de homogeneizar el procedimiento de adopción de medidas cautela­
r~,. unificar criterios sobre su procedencia y el tipo de medidas a ser 
mlicitadas y finalmente dar un seguimiento constante a las medidas 
cautelares a fin de que no se transformen en un mecanismo burocrá­
t.ico o en un caso encubierto. 

La principal innovación es la creación de un grupo interno com­
puesto por especialistas de la Secretaría, encargado de discutir cada 
whcitud de medidas cautelares que reciba la Comisión y hacer su 
l'!'comendación al Secretario Ejecutivo sobre la procedencia de las 
mismas y el tipo de medidas a ser adoptadas. Con estas recomenda­
ciones, el Secretario somete el tema al conocimiento del pleno de la 
Comisión, si ésta estuviese reunida, o al Presidente. La siguiente ini­
l i;ll iva contenida en las directrices se refiere a la posibilidad de que la 
ikcretaría adopte un mecanismo más activo de seguimiento o super­
vi si6n del cumplimiento de las medidas. Así, se ha dispuesto que la 
f,,·netaría periódicamente analice la información que envían las par­
lrs y formule preguntas específicas al Gobierno o a los peticionarios 
i'" ra evaluar la situación de riesgo y la eficacia de las medidas. Cada 
11cs meses, el grupo de medidas cautelares evalúa las medidas como 

~11 Ver por ejemplo, caso Gallardo, Supra. 
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mecanismo de seguimiento. Esta directriz es muy reciente y resta ver 
el impacto que tendrá en las medidas cautelares. 

Además del nuevo procedimiento descnto, _la _CIDH ha actuado 
con gran liberalidad en este campo y no s~ ha limitado a reacoonar 
mediante la formalidad de una carta, smo que ha utilizado los 
medios a su disposición y ha solicitado una variedad de medidas a 
ser adoptadas por el Gobierno respectl~?· Por eJe;Ilplo, en el cur~o 
de una actividad en el Ecuador, la Com1S1on expreso su preocupac1on 
al Estado y éste adoptó voluntariamente medidas cautelares para 
garantizar la vida e integridad física d~ J?ersonas que se en~on,traban 
en peligro. Estas medidas fueron ratificadas por_ la_ Com1S1on con 
fecha 16 de junio de 1999, con el debido reconocim1ento al Estado 
ecuatoriano por su iniciativa de adoptarlas de oficio._59 En diversas 
oportunidades, la Comisión también ha_solicitado medidas cautdares 
en el curso de visitas in loco, como por ejemplo en el caso de las medi­
das en favor del señor José Nava Andrade_ ~ otras 15 p_ersonas, las 
cuales fueron otorgadas en el curso de la v1s1ta que realizara la Co- • 
misión a México en julio de 1996. 

E. CARÁCTER INTERINO DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

El artículo 25.4 del Reglamento de la Comisión Interamericana 
dispone que: 

4. El otorgamiento de tales medidas y su adopción por el Estado no 
constituirán prejuzgamiento sobre el fondo de la cuestión. 

De lo anterior se desprende que, en la ":dopción de las _me_d_idas 
cautelares, la Comisión no toma ninguna decisión sobre la adm1S1bihdad 
o el fondo del asunto. Lo anterior se ha visto reflejado en diversos 
casos en los que la Comisión, después de haber otorgado_ medidas 
cautelares, ha decidido la inadmisiblidad del asunto. 60 De igual for­
ma, para evitar prejuzgar sobre el fondo, la Comisión ha tratado de 
evitar que las solicitudes de medidas cautelares que se le presentan 
sean casos encubiertos, en los que los peticionarios busquen un pronun­
ciamiento rápido de la Comisión sin que el caso reúna los reqms1tos 
para la admisibilidad de las peticiones que establece el artículo 46 

59 Pedró Giovanny Baque Tuáres, Pedro F. Ba1ue Coronel, Ol!nda _Tuárez. _Loor, Carol ~aqi:,e 
Tuáres,Javier Baque Tuáres, Homero Alberto Palacios Palma yjulw Paez Careta, de 14 de Junto 
de 1999 (Ecuador). 

60 Ver casos de Steve Shaw, Desmond Taylor, Beresford White, Gilbert Daley, Deon 
McTaggart, Andrew Perkins y Everton Morrison, decisiones de inadmisibilidad de mar­
zo de 1999 Qamaica). 
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la Comisión, específicamente aquellos rec¡uisitos que se refieren 
al previo agotamiento de los recursos internos. 

Por último, en este orden de ideas, debemos resaltar que la deci-
sión sobre el tipo de medidas a tomarse no debe constituir reparación 
anticipada en un caso. Esto es, las medidas deben ser necesarias para 
evitar la c011'sumación de hechos irreparables, pero no pueden dar 
como resultado la compensación por la violación a derechos. Un ejem­
plo interesante de lo anterior son las medidas cautelares otorgadas por 
la Comisión en el caso Abe/la contra Argentina (La Tablada), las cua­
les fueron adoptadas durante la etapa de seguimiento, aún, cuarido el 

JF>c:iso ya había sido decidido y publicado. En este caso, a pesar de que la 
Comisión ya había adjudicado la responsabilidad del Estado y ordena­
do la reparación a las víctimas, las medidas cautelares se limitaron a 
solicitar que el Estado tomara las debidas diligencias para evitar daños 
irreparables durante una huelga de hambre de los presos peticionarios 
en el caso y no para el cumplimiento de las recomendaciones que ha­
bía formulado en su Informe sobre el fondo, tres años antes. 

F. ÜTRAS FORMAS DE ACTUACIÓN POR PARTE DE LA COMISIÓN 

Además de las facultades para otorgar medidas cautelares, tanto el 
Reglamento de la Comisión como otros instrumentos interamericanos 
ofrecen otras posibilidades de actuación en casos graves y urgentes. 
Así por ejemplo, el artículo 48.2. de la Convención Americana dispo­
ne que en casos de extrema gravedad y urgencia, la Comisión puede 
realizar una investigación previo consentimiento del Estado en cuyo 
territorio se alegue haberse cometido la violación, tan sólo con la 
presentación de una petición o comunicación que reúna todos los 
requisitos formales de admisibilidad. Al parecer no existen anteceden­
tes sobre la utilización de este mecanismo, pero puede eventualmente 
ser una herramienta útil a disposición de la Comisión. 

Otro instrumento que faculta a la Comisión para actuar en casos 
graves y urgentes, es la Convención Interamericana para Prevenir 
y Sancionar la Desaparición Forzada de Personas. Este instrumen­
to señala: 

Artículo XIV 

l 
... Cuando la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos reciba 

. una petición o comunicación sobre una supuesta desaparición forzada se 
dirigirá, por medio de su Secretaría Ejecutiva, en forma urgente y con­
fidencial, al correspondiente gobierno solicitándole que proporcione a 
la brevedad posible la información sobre el paradero de la persona 
presuntamente desaparecida y demás información que estime pertinente, 
sin que esta solicitud prejuzgue la admisibilidad dé la petición. 
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La norma citada tiene por objeto que la Comisión actúe inmedia­
tamente al momento de tener conocimiento de una supuesta desa­
parición forzada, dándole a la misma la posibilidad y obligación 
de informar al Estado sobre la situación y preguntarle al mismo 
sobre el paradero de la persona. 

En caso de desapariciones, la Convención mencionada establece 
la obligación de la Comisión interamericana de dirigirse en forma 
expedita al Estado para indagar la situación de una persona, sin 
dejar esto al criterio discrecional de la Comisión, a diferencia de las 
solicitudes de medidas cautelares que se establecen en el Reglamento. 
Lo anterior resulta en una suerte de amparo o hábeas corpus intera­
mericano que tiene como objetivo evitar daños irreparables a las 
personas. Este procedimiento ya fue utilizado por primera vez en el 
2002 en un caso de Guatemala, desafortunadamente sin resulta­
dos positivos.61 

4. EFICACIA DE LAS MEDIDAS INTERINAS EN EL SISTEMA 
INTERAMERICANO 

El número de medidas cautelares ordenadas a lo largo de los años es 
tan amplio que es imposible hacer un recuento estadístico de cuántas 
se cumplieron. Además, sería también difícil establecer un criterio 
adecuado para saber qué significa "cumplimiento" en este contexto. 

• ~ay Estados gue prometen acatar las medidas y luego las cumplen ; • 
solo muy parcialmente; en otros casos los Estados protestan vivamen-
te y rechazan las medidas, pero la situación que dio lugar a las mismas 
se corrige y el peligro para las personas desaparece o se atenúa marca­
damente, con lo cual se consigue un éxito a pesar de aquel rechazo. 

El número de medidas provisionales de Ja Corte es, en cambio, 
susceptible de tal estudio. Desde las priméras, dictadas ante el asesi­
nato de testigos en el caso Velásquez v. Honduras, en 1987, la Corte 
ha dictado medidas provisionales en 42 casos. El grado de eficacia 
de estas decisiones es altísimo. Se registra sólo un caso en que un 
gobierno ha desafiado la autoridad de la Corte.62 Para entonces, ya 
se había producido la denuncia de la Convención por Trinidad y 
Tobago, en mayo de 1998, pero las medidas se adoptaron en un 
caso todavía pendiente, por lo que no estaba afectada la competencia 
de la Comisión ni de la Corte. El gobierno de Trinidad y Tobago se 
rehusó a comparecer a una audiencia en San José para analizar las 

61 Al tratai:se de una comunicación confidencial al Estado en los términos del artícu~ 
lo XIV de la Convención sobre Desaparición Forzada, los autores no pueden citar en el 
caso en que fue utilizado. 

!i'.! Casos James y otros, citado. 
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medidas provisionales, que requería se suspendiera la ejecución de un 
condenado a muerte para dar tiempo a la Comisión y a la Corte para 
analizar una denuncia de violación de la Convención. El Sr. Hilaire 
fue ejecutado en mayo de 1999, apenas unos días antes de la Asam­
blea General en que la Corte había pedido se discutiera la contumacia 
de Trinidad y Tobago. Lamentablemente, el informe de la Corte-y la 
actitud del gobierno no fueron objeto de tratamiento por la Asam­
blea General. 

Este episodio pone de resalto la fragilidad del sistema en cuanto a 
los mecanismos para asegurar su eficacia, aunque justo es decir que 
este débil mecanismo se aplica no sólo a medidas interinas sino a 
todas las decisiones de ambos órganos. El principio de la garantía 
colectiva de la eficacia de los tratados -por el cual los Estados parte 
se comprometen a actual colectivamente en apoyo de las decisio­
nes de los órganos de ser necesario- se cumple en el sistema de la 
Convencíonpor medio del informe anual que la Comisión y la Corte 
presentan a la Asamblea General. Lamentablemente,...el órgano políti­
co más importante de la OEA se reúne sólo ,dos días al año, y con 
una agenda tan cargada que la Corte y la Comisión deben insistir 
cada año para que se les otorgue cinco minutos a cada una para 
reseñar las actividades de todo un año. En esas condiciones, no sor­
prende que desde hace muchos años no se presente resolución ni 
debate alguno sobre incumplimiento de algún Estado de órdenes de 
los órganos. 

Dada esta fragilidad, es en todo caso digno de destacar que las 
medidas . dictadas por la Corte se cumplan casi en todos los casos. 
Puede hablarse aquí de una verdadera "cultura de cumplimiento" (en 
palabras del Prof. Louis Henkin) que hace que los Estados del hemis­
ferio cumplan aunque las consecuencias del incumplimiento sean 
relativamente menores. Aunque las medidas adoptadas por los Esta­
dos en consecuencia de las órdenes de la Corte hayan sido a veces 
insuficientes, lo cierto es que en todos los casos, salvo el mencionado 
de Trinidad y Tobago, las amenazas cesaron y se protegió eficazmente 
a las personas. 

La fragilidad del sistema de garantía colectiva afecta igualmente, 
claro está, a la Comisión. Sin embargo, y especialmente en los últi­
mos años, la Comisión ha obtenido un grado bastante satisfactorio de 
éxito con las medidas que ha ordenado. En parte, ello se debe a la 
práctica de la CoITiisión de aplicar_un cierto gradualismo al recibir pe­
uc10nes de medidas, como se v10 más arriba. Está claro que los 
gobiernos saben que, si no acatan las medidas cautelares de la Comi­
sión, es altamente probable que deban luego responder a medidas 
provisionales de la Corte. 
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El hecho de que las medidas cautelares no estén contempladas 
en la Convención es sin duda un factor que puede afectar su eficacia. 
Varios Estados adoptan explícitamente la posición de que las medidas 
cautelares no son vinculantes por no tener base convencional, como 
lo hizo Estados Unidos al responder a la medida cautelar sobre los 
prisioneros de GuaRtánamo Bay con que iniciamos este trabajo. Por la 
misma razón, casi nunca se cumplen las frecuentes medidas cautelares 
que dicta la Comisión contra Estados Unidos procurando que no se 
ejecute a personas condenadas a muerte hasta que se haya podido 
considerar una denuncia de violación, en el caso, de las obligaciones 
internacionales de Estados U nidos bajo la Declaración Americana y la 
Carta de la OEA. Aun en esos casos, es de suponer que los llamados 
de la Comisión están contribuyendo en alguna medida a la creciente 
inquietud entre el público norteamericano sobre la pena capital. 

En otras ocasiones la Comisión obtiene resultados positivos a pe­
sar de las protestas iniciales de los Estados. Ello es doblemente alenta­
dor cuando se trata de medidas cautelares en que la Comisión ha 
innovado creativamente al diseñar la medida en consideración a los 
valores en juego y a los riesgos de daño irreparable. El ca,so de Odir 
Miranda v. El Salvador es un ejemplo: la Comisión solicitó al Gobier­
no que se ofreciera tratamiento antirretroviral a 24 enfermos termina­
les de SIDA que eran pacientes del sistema nacional de salud. En ese 
momento, la política sanitaria del sistema salvadoreño no incluía 
este tratamiento por su costo. Los peticionarios habían iniciado un 
caso ante la Comisión alegando que esa política violaba varias normas 
de la Convención. Como las personas nomb.radas en la petición se 
hallaban en estados avanzados de la enfermedad, solicitaron medi­
das cautelares. La Comisión las otorgó y, al término del plazo ftjado, el 
gobierno anunció que ordenaría el tratamiento antirretroviral a las 
personas nombradas, tratamiento que hasta este momento se está cum­
pliendo (entre tanto, la Comisión emitió un informe de admisibilidad 
del caso, que está ahora en consideración en cuanto al fondo).63 

. En cuanto a las medidas provisionales, un ejemplo reciente sirve 
para demostrar su creciente eficacia. En diciembre de 2001, la Comi­
sión se dirigió a la Corte para pedir medidas provisionales dirigidas a 
que México cesara la detención del General José Gallardo, condenado 
por tribunales militares a 25 años de cárcel. La CIDH se había pro­
nunciado sobre la ilegalidad de la pena impuesta a Gallardo en un 
informe sobre el fondo dictado en 15 de octubre de 1996. En el con­
texto del seguimiento de sus recomendaciones, durante el año 2001 
la CIDH había insistido repetidas veces en la necesidad de que se cum-

63 Odir Miranda y otros, 29 de febrero de 2000 e Informe de Admisibilidad 29/01 de 
7 de marzo de 200 l. 
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;. . . . . 1 licitar medidas provisionales, la CIDH adujo 
'_1_. __ eran._ En d1c1embre; a slo d . , de Gallardo implicaba crec1en-

l ·, de a etenc10n h 
¡e la pro ongacwn . d la de su familia, y para sus derec os 
S riesgos para su seg~i_:1daE?Presidente de la Corte fijó aud1enc1a 

c:la libertad de expresion. h I CIDH y aJ Estado mexicano. 
, b d 2002 para escuc ar a a d , ara fe rero e . d' . 1 Presidente Vicente Fox ecreto 
• d' • t de dicha au 1enc1a, e . 'b d }oi;:os 1as ªll: ;s de Gallardo y su inmediata h ena • 

a conmutac10n de la pena . antuvo las medidas prov1s10-
- d', la audiencia pero m 

ta Corte suspe\ .\º d d de pedir medidas provisionales en un caso 
a]es.64 La pos1 1 1 a d' noci'do por la Corte (por haberse 

e do no po 1a ser co . 1 que en su ,on . , r México de su competencia consu -
·iniciado antes de la aceptac1on po stiones novedosas. Sin embargo, la 
-tiva) ¡,~esentaba por 1~ meno~~~da provisional, y la percepci~n de 
Ópos1b1hdad concreta el una 11 generaría en la opinión publica 
>condena m~ernacw_na {1~~s~ar~n para decidir al Presidente Fox a 
•·mexicana e 1nternac1ona , 
:'resolver la situación. 

5. CONCLUSIÓN 

. d n la sección anterior han tenido la 
Éxitos_ como los resum1 o; e eneralizar el recurso a las medidas 
prev1s1ble consecuencia d g arte de los usuarios del sistema. Un 
cautelares y provd1s10¡ nalestpornpes presentadas en los últimos años a 

'!' • somero e as pe 1c10 . t ana 1s1s d t ada al sistema) permite consta ar 
la Comisión (como pu~r1\e~ :a;or frecuencia al pedido de tales 
que se recurre con ca a_ a comunicación en que se presenta la 
medida~, ya sea en la pnn;;~udo aun antes de que exista petición 
denuncia del caso, 0 ª m 1 pedidos de medidas han sido tan 
sobre el fondo. En algun¡s casos I os o ue en efecto no hubo nunca 
autónomos y separados de c:so a i;;.f enq m~didas ca~telares o en el 
petición de fondo y to o erm 

pedkdno ef ~ ~~:~;:r~~a~e;ts.esiones de la Comisión (25 de fedb:;ero ;1 

d 2002) se presentó la cifra record de pe 1 os . e 
15 de marzo e .. , d tó ¡ o medidas 65 Conv1e-

d' d d unouotrotipo LaCom1s1ona op • 
me 1 as e e~ rigor las medidas se pueden solicitar en 
ne ten~r en cuent~};e;on atendidas por la Presidencia cuando la 

~;~i~:~~ r::z:s~~ sesionando. Por ello, su presenttción fu~ante JI 
, do de sesiones ( en esos casos las adopta o rec aza e P eno e 

percio .. , ) 
0 

ti'ene mayor efectoJ'urídico; las ses10nes de la Com1-
la om1S1on n 

d , R lución de 18 de febrero de 2002. 
64 Caso Gallardo Ro nguez, fso ¿· d 53 medidas cautelares _adoptadas en los 
65 Es_ta cifr~ contrasta con .e- pron;e9~~. 5ef en 19999; 52 en 1999·y 50 en 2000). 

últimos cmco anos (57 en 1997' o4 en • 
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sión pueden tal vez ofrecer mayores posibilidades de difusión por los 
~ed10s, por la atención que se suscita. En todo caso, el notable 
mcremento de estos pedidos duran.te el l l 4t0 período de sesiones es 
correlativo con un aumento similar durante el resto del año. Casi no 
hace falt_a decir que también viene creciendo significativamente la 
tendencia de los usuarios a pedir que la CIDH se dirija a la Corte 
pidiendo medidas provisionales. 

Como se ha visto en las páginas anteriores, también se nota una 
may_or diversidad en los derechos a ser protegidos por estas medidas. 
Se viene confirmando la teoría del Presidente de la Corte, Dr. Antonio 
A Can~ado Trindade, en el sentido de que las medidas provisionales 
de la Corte _Interamericana son diferentes de otras que se adoptan en 
el derecho mternacional o en el derecho interno, porque su objetivo 
no es proteger la posibilidad de decidir sino proteger los derechos 
de Ja_s personas.66 De todas maneras, se mantiene el ·requisito de ur­
g:encia _y de existencia potencial de un daño irreparable, por lo cual 
sigue siendo más fácil obtener medidas cautelares o provisionales 
c;1ando es demostrable un riesgo cierto para la vida, la integridad 
Ílsica o la libertad de_ una persona, especialmente si se trata de un 
defensor o defensora de los derechos humanos. 

Adei_nás de ha?erse abierto el abanico de derechos protegidos por 
las medidas intermas, también se ha producido mayor variedad en 
el contemdo mi~mo de las acciones que los órganos requieren del Esta­
do al que se dmgen. En otras palabras, la Comisión y la Corte no se 
hmitan a pedir_ protección para ciertas personas en forma genérica, 
smo que especifican las medidas que se requieren con cierto nivel 
de detalle, según las circunstancias del caso y lo que los peticionarios 
necesiten. Ambos órganos además se mantienen en contacto con las 
partes a l_os _efectos de un seguimiento más persistente para asegurar 
su cumplu!1iento._ En la práctica, esto resulta en un diálogo fluido en­
tre los pe_uc10narms, el Estad_o y la C_omisión (y en su caso la Corte), 
que no solo d1srnmuye los nesgas smo que crea un clima propicio 
par_a que la controversia de fondo pueda resolverse por solución 
amistosa . 

. . Del lado negativo de la tendencia esbozada, se constata la posi­
b1hdad de u~ uso de las medidas interinas para "cortar camino" y 
obtener soluciones para problemas de derechos humanos sin agotar el 
largo y a veces engorroso trámite del caso contencioso contemplado 
en la _Convención. Desde luego, nada hay de ilegítimo en la utilización 
creativa de los mecanismos de la Convención por parte de los usua­
rios. Pero cabe preguntarse si la creciente autonomía de las medidas 

V6 Supra, nota 17. 
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merinas se compadece con el régimen previsto en el tratado. De sus 
érminos y aun de su historia legislativa, podría argumentarse que la 
'onvención Americana contempló medidas provisionales sólo en el 
.ontexto más amplio de casos contenciosos en trámite, y que la única 
istinción que ella hizo es entre medidas a ser adoptadas cuando 

ül caso ya está ante la Corte, y las que la Corte puede considerar en 
la etapa en que el caso todavía está bajo examen de la Comisión. 
'Clard está que esta materia es también susceptible de "desarrollo 
progresivo" por vía de interpretación, corno todas las normas de la 
Convención. 

Independientemente de la solución jurídica que eventualmen­
Je tenga este problema, por ahora teórico, es indudable que hay en 
.,eJ horizonte un escenario de uso excesiv0 de las medidas interinas, 
{.por fuera de casos contenciosos o en formas que superan a los mismos 
'en interés y dedicación, al punto que los casos se originen, culminen y 
i fenezcan con las medidas interinas. En términos prácticos y políticos, 
' dicha situación puede generar eventualmente un rechazo por los 

Estados o por los órganos políticos del sistema y contribuir a minar la 
legitimidad del régimen de protección interamericano. 

Entre tanto, sin embargo, es indudable que las medidas cautelares 
y provisionales le han otorgado al sistema un dinamismo y una varie­
dad de posibilidades que lo distingue de otros sistemas regionales y de 
los universales. Las medidas otorgan al sistema una capacidad de adap­
tación a situaciones urgentes y a necesidades específicas que lo hace 
más promisorio en términos de hallar soluciones a las violaciones 
de derechos humanos de toda índole que se le presentan. Se han 
constituido en un factor de aumento de la eficacia de los órganos 
en el cumplimiento de su misión, y ello sin duda contribuye a cimen­
tar la creciente legitimidad jurídica, política y social de que gozan la 
Comisión y la Corte Interamericanas de Derechos Humanos. 


